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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de junio de 2022. 

El recurso de apelación de epígrafe solicita la revisión de la 

Sentencia Parcial dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI), el 18 de noviembre de 20213. Mediante 

dicho dictamen, se desestimó con perjuicio la Demanda contra 

tercero instada por el Dr. Antonio Luis Rivera Guzmán en contra del 

Lcdo. Frank Gotay Barquet, la Lcda. Ramonita Pérez Rodríguez y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por ambos, por 

estar prescrita.  

 
1 Panel especial constituido en virtud de la Orden Administrativa OATA-2022-065 

de 15 de marzo de 2022, en ocasión del retiro de la Hon. Irene S. Soroeta Kodesh. 
2 En virtud de la Orden Administrativa OATA-2022-117 y debido a la inhibición 
de la Hon. Gina R. Méndez Miró, se designó al Hon. Nery E. Adames Soto a 

entender y votar en el presente recurso de apelación. 
3 Notificada el 22 de noviembre del mismo año. 
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Considerados los escritos de las partes y conforme al derecho 

aplicable, confirmamos el dictamen apelado. Veamos. 

-I- 

Los hechos que informa el presente caso se originan con la 

presentación de una acción civil sobre cobro de dinero por 

honorarios de abogado instada el 7 de agosto de 2019 por Gotay & 

Pérez, PSC (en adelante, el Bufete o demandante) en contra del Dr. 

Antonio Luis Rivera Guzmán (en adelante, Rivera Guzmán o 

demandado-apelante). En síntesis, el Bufete indicó que fue 

contratado para asumir la representación legal del Dr. Rivera 

Guzmán en un litigio de pensión alimentaria y otros asuntos entre 

los años 2012 y 2013. Se acordó que los servicios prestados por el 

Bufete serían pagaderos al recibo por Rivera Guzmán de las 

facturas. Ante el incumplimiento del demandado-apelante con lo 

pactado, el Bufete solicitó al tribunal que condene al Dr. Rivera 

Guzmán al pago de $53,999.27 por concepto de honorarios de 

abogado.  

 El 12 de noviembre de 2019 el Dr. Rivera Guzmán sometió 

su alegación responsiva, en la que negó las aseveraciones expuestas 

en la demanda. A su vez, instó una Reconvención sobre impericia 

profesional contra el Bufete y una Demanda contra tercero. En lo 

pertinente, incluyó como terceros demandados a Fulano de Tal y 

Mengano de Tal como socios accionistas, exsocios accionistas, 

empleados o exempleados del Bufete que le fueran responsables 

personal e individualmente. Según el Dr. Rivera Guzmán, el Bufete 

y los terceros demandados le recomendaron admitir capacidad 

económica para el pago de pensión alimentaria para sus dos hijos. 

Como resultado de la recomendación negligente, el TPI le impuso 

una pensión alimentaria “exagerada, exorbitante e irrazonable” que 

causó que tuviera que radicar dos peticiones de quiebra. En 

consecuencia, ante la presunta negligencia profesional del Bufete y 
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los terceros demandados, el Dr. Rivera Guzmán solicitó una 

compensación no menor de $1,000,000.00 por los daños sufridos. 

 Luego de varios trámites procesales, el Bufete solicitó la 

desestimación de la Reconvención bajo el fundamento de 

prescripción. Argumentó que la reclamación se presentó más de seis 

años después de los alegados actos negligentes imputados al Bufete. 

Además, el demandante adujo que las peticiones de quiebra no 

interrumpieron el término prescriptivo. En consecuencia, la 

reconvención se encontraba prescrita. 

 En oposición a la solicitud de desestimación, el Dr. Rivera 

Guzmán aseguró que la causa de acción por impericia profesional 

no estaba prescrita. Entre otras teorías,4 adujo que el término 

prescriptivo comenzó a decursar el 31 de julio de 2013 con la 

renuncia del Bufete a la representación legal del Dr. Rivera Guzmán 

en el caso de pensión alimentaria; cuyo término quedó interrumpido 

por las peticiones de quiebra radicadas por éste.  

 El 3 de mayo de 2021, el TPI declaró ha lugar la solicitud de 

desestimación presentada por el Bufete. Entre otras cosas, concluyó 

que el Dr. Rivera Guzmán sabía desde el 31 de julio de 2013 —fecha 

en la cual se fijó la pensión alimentaria— todos los elementos 

necesarios para presentar su reclamación contra el Bufete. En ese 

sentido, el foro primario rechazó la teoría sobre interrupción del 

término debido a la presentación de las peticiones de quiebra, al 

concluir que la paralización automática solo opera en acciones 

contra el deudor.5 En consecuencia, el TPI desestimó con perjuicio 

 
4 También arguyó que: (1) el término de un año comenzó a transcurrir el 5 de 

septiembre de 2019, cuando fue emplazado en el caso de cobro de dinero; (2) 

aplica la doctrina de interrupción de Febo Ortega v. Tribunal Superior, 102 DPR405 

(1974) por tratarse de una reconvención compulsoria; y (3) no existe término 

prescriptivo para las alegaciones de negligencia profesional que constituyen 

violaciones a los Cánones de Ética conforme a lo resuelto en In Re: Enrique Pellot 

Córdova, 204 DPR 814 (2020). 
5 Así también, el TPI concluyó que la reconvención instada por el Dr. Rivera 

Guzmán es de carácter permisible y no compulsoria, por lo que no aplica la norma 

de interrupción establecida en Febo Ortega v. Tribunal Superior, supra. Por último, 

el tribunal rechazó la argumentación del demandado-apelante sobre la 
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la reconvención presentada por el Dr. Rivera Guzmán contra el 

Bufete por encontrarse prescrita. La solicitud de reconsideración fue 

denegada. 

 Inconforme, el Dr. Rivera Guzmán recurrió de la aludida 

decisión ante este Tribunal mediante la presentación del recurso de 

apelación KLAN202100468 el 21 de junio de 2021. 

Pendiente de consideración el aludido recurso de apelación y, 

transcurrido más de año y medio de haber incoado la reconvención 

y demanda contra tercero, el TPI ordenó al Dr. Rivera Guzmán 

presentar los emplazamientos para los terceros demandados, so 

pena de desestimación. No fue hasta el 28 de julio de 2021 que 

sometió los emplazamientos junto con una demanda contra tercero 

enmendada para sustituir e incluir al Lcdo. Frank Gotay Barquet, a 

la Lcda. Ramonita Pérez de Gotay y a la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta por ambos (en adelante, matrimonio Gotay-

Pérez o terceros demandados-apelados), como socios accionistas y 

empleados del Bufete responsables por los presuntos daños 

sufridos. 

El 20 de agosto de 2021, el Tribunal de Apelaciones dictó 

Sentencia en el caso KLAN202100468 confirmando la desestimación 

de la causa de acción contra el Bufete sobre negligencia profesional 

por encontrarse prescrita. En cualquier caso, el foro apelativo intimó 

que las alegaciones de la reconvención dejaban de exponer una 

reclamación que justificara la concesión de un remedio en virtud del 

Art. 1802 del Código Civil por alegada negligencia profesional.  

 Aun en desacuerdo, el Dr. Rivera Guzmán presentó el 12 de 

octubre de 2021 ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico el recurso 

discrecional de certiorari CC-2021-0679. El Alto Foro declaró no ha 

 
inexistencia de término prescriptivo toda vez que no se trata de una acción 

disciplinaria contra el Bufete. Véase, Apéndice 13 del recurso de apelación, págs. 

473-481.  
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lugar la petición el 3 de diciembre de 2021. Luego, denegó la 

solicitud de reconsideración instada por el apelante mediante 

resolución notificada el 22 de febrero de 2022.  

 Mientras tanto, el 30 de septiembre de 2021 los terceros 

demandados solicitaron ante el TPI la desestimación de la Demanda 

contra tercero. En síntesis, el matrimonio Gotay-Pérez hizo eco de la 

argumentación del Bufete en relación a la solicitud de desestimación 

de la reconvención, a saber: (1) que la causa de acción por 

negligencia profesional estaba prescrita; y (2) que las alegaciones de 

la demanda dejan de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio al amparo del Art. 1802 del Código Civil 

por negligencia profesional. Señalaron que si la reconvención esta 

prescrita y, además, no existe responsabilidad presunta o directa 

contra el Bufete, tampoco existe contra los terceros demandados 

quienes como abogados laboran, presiden y son propietarios de 

dicha corporación. En consecuencia, el matrimonio Gotay-Pérez 

está convencido de que procede la desestimación de la demanda 

contra tercero por los mismos fundamentos que el Tribunal de 

Apelaciones confirmó la desestimación de la reconvención. 

 En oposición a la solicitud de desestimación de la demanda 

contra tercero, el Dr. Rivera Guzmán reiteró que con la radicación 

de las peticiones de quiebra el término prescriptivo para demandar 

a los terceros demandados quedó interrumpido o, más bien, se 

extendió en virtud de la Sec. 108 del Código de Quiebras.6 Además, 

apuntó que la Sentencia del Tribunal de Apelaciones —donde se 

confirmó la desestimación de la Reconvención por prescripción— no 

es final y firme por encontrarse ante la consideración del Tribunal 

Supremo. En ese sentido, el demandado-apelante aseguró que si 

prevalece en el recurso de certiorari CC-2021-0679 se entenderá que 

 
6 11 USCA sec. 108. 
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la presentación a tiempo de la reconvención contra el Bufete 

interrumpió el término prescriptivo para radicar la demanda contra 

terceros según lo resuelto en Pérez Hernández v. Lares Medical 

Center, Inc.7 

 Así las cosas, el 18 de noviembre de 2021 el TPI dictó la 

Sentencia Parcial aquí apelada mediante la cual desestimó la 

Demanda contra terceros. Dicho foro señaló que las alegaciones en 

contra del matrimonio Gotay-Pérez son las mismas que surgen de la 

Reconvención instada en contra el Bufete por hechos ocurrido entre 

el 2012 y 2013. En ese sentido, concluyó igualmente que procede la 

desestimación de la demanda contra terceros por estar prescrita. 

Reiteró que las peticiones de quiebra no tuvieron el efecto de 

interrumpir el término prescriptivo de un (1) año que tenía el 

demandado-apelante para presentar su causa de acción. En 

consecuencia, el TPI desestimó con perjuicio la Demanda contra 

tercero por negligencia profesional instada en contra del matrimonio 

Gotay-Pérez por encontrarse prescrita. 

 En desacuerdo con el dictamen del TPI, el Dr. Rivera Guzmán 

presentó una moción de reconsideración la cual fue declarada no ha 

lugar el 8 de diciembre de 2021.  

Inconforme aún, presentó el recurso apelativo que nos ocupa 

en el cual planteó que el TPI incidió en las siguientes instancias: 

[a]l dictar Sentencia Parcial Final bajo la Regla 10.3 
desestimando la demanda contra terceros por prescripción, 
cuando el TPI carecía de jurisdicción bajo la Regla 52.3(a) de 
Procedimiento Civil. 

[a]l dictar Sentencia Parcial Final bajo la Regla 10.3 
desestimando la demanda contra terceros por prescripción, 
cuando el término prescriptivo aplicable en contra de los 
terceros demandados quedó interrumpido por razón de las dos 
(2) peticiones de quiebra radicadas por el Dr. Rivera según lo 
dispuesto en las secciones 108 y 349 del Código de Quiebra 
Federal (11 U.S.C. §108 & 349) y el Art. 44 del Código de 
Enjuiciamiento Civil de Puerto Rico (32 L.P.R.A. §258). [sic] 

 

El 22 de marzo de 2022, el matrimonio Gotay-Pérez 

 
7 207 DPR 965 (2021).  
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compareció mediante escrito en oposición al recurso de apelación.  

Es menester señalar que al momento de la presentación del 

recurso de apelación de epígrafe, se encontraba ante la 

consideración del Tribunal Supremo una segunda solicitud de 

reconsideración instada el 25 de febrero de 2022 por el Dr. Rivera 

Guzmán en el recurso de certiorari CC-2021-0679 relacionado a la 

desestimación de la Reconvención. Al respecto, tomamos 

conocimiento judicial de que el Alto Foro declaró no ha lugar la 

segunda solicitud de reconsideración el 6 de mayo de 2022; el 

mandato fue remitido el 16 de mayo de 2022. En consecuencia, la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Apelaciones en el caso 

KLAN202100468 confirmando la desestimación de la Reconvención 

instada contra el Bufete por prescripción, es final, firme e inapelable.  

Habiendo comparecido las partes, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

Resumidos los hechos que originan la presente controversia, 

examinemos el derecho aplicable. 

A. 

La Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil establece las 

defensas mediante las cuales una parte demandada puede solicitar 

la desestimación de la causa de acción que se insta en su contra. 

Esto sucede cuando resulta evidente que —a base de las alegaciones 

formuladas en la demanda— alguna de las defensas afirmativas 

prosperará.8 Así, esta regla dispone, en lo pertinente, que: 

Toda defensa de hechos o de derecho contra una reclamación 
se expondrá en la alegación responsiva excepto que, a opción 
de la parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse 
mediante una moción debidamente fundamentada: 
(1) falta de jurisdicción sobre la materia;  
(2) falta de jurisdicción sobre la persona;  
(3) insuficiencia del emplazamiento; 
(4) insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; 

 
8 Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 701 (2012). 
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(5) dejar de exponer una reclamación que justifique la 
concesión de un remedio; 
(6) dejar de acumular una parte indispensable.  

[…]9 
 

Ante la presentación de una moción para desestimar el pleito, 

los foros judiciales debemos tomar como ciertas todas las alegaciones 

fácticas plasmadas en la demanda.10 En ese sentido, estamos 

obligados a interpretar las aseveraciones de la parte demandante en 

forma conjunta —y de la manera más favorable y liberal— 

formulando a su favor todas las inferencias que puedan asistirle.11 

De esta forma, los tribunales debemos razonar —si a la luz de la 

situación más favorable al demandante y resolviendo las dudas a su 

favor— la demanda es suficiente para constituir una reclamación 

válida.12 

No obstante la liberalidad con que se interpretan las 

alegaciones de una demanda, el tribunal puede desestimar una 

causa de acción si luego de estudiar el asunto queda plenamente 

convencido de que en su etapa final el demandante no habrá de 

prevalecer.13 Es decir, solo procede la desestimación cuando el 

tribunal, al estudiar las alegaciones, queda plenamente convencido 

que el reclamo no procede bajo supuesto alguno y por lo tanto, la 

misma no es susceptible de ser enmendada.14  

B. 

Por otra parte, la prescripción de las acciones es un asunto de 

derecho sustantivo que persigue “evitar la incertidumbre de las 

relaciones jurídicas y castigar la inacción en el ejercicio de los 

derechos”.15 Conforme el Art. 1861 del Código Civil, “[l]as acciones 

prescriben por el mero lapso del tiempo fijado por la ley”.16 De no 

 
9 Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2. 
10 Colón v. Lotería, 167 DPR 625, 649 (2006). 
11 Ibid. 
12 Colón Rivera et al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1049 (2013). 
13 Figueroa Piñeiro v. Miranda & Eguía, 83 DPR 554, 558 (1961). 
14 Rivera v. Trinidad, 100 DPR 776, 781 (1972).   
15 García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 DPR 138, 147 (2008). 
16 31 LPRA sec. 5291. 
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existir una disposición especial que determine otra cosa, el tiempo 

para la prescripción de toda clase de acciones se contará desde el 

día en que se pudo ejercitar.17  

En el caso particular de las acciones al amparo del Art. 1802 

del Código Civil,18 estas prescriben por el transcurso de un año 

desde que lo supo el agraviado.19 En esa evaluación opera la teoría 

cognoscitiva del daño, según la cual el plazo prescriptivo comienza a 

transcurrir desde que el perjudicado descubrió o pudo descubrir el 

daño y quién lo causó, y conoció los elementos necesarios para 

poder ejercitar efectivamente su causa de acción.20 

En lo pertinente a la controversia que nos ocupa, para que  

prospere una causa de acción en daños y perjuicios por impericia 

profesional en contra de un abogado, se requiere la coexistencia de 

los siguientes elementos: (1) la existencia de una relación de 

abogado-cliente genere un deber; (2) que el abogado, por acción u 

omisión, lo viole; (3) que esa violación sea la causa próxima del daño 

al cliente; y (4) que el cliente, como reclamante, sufra daño o 

pérdida.21 Por tanto, en tales casos el cliente perjudicado no tan solo 

tiene que saber que tiene un daño, sino que tiene que conocer que 

recibió ese daño por causa de su abogado. Ya fuera por alguna 

comunicación con el abogado o que fuera descubierto de forma 

independiente, el cliente tiene que poder conocer que la causa 

próxima de su daño fue la acción u omisión del abogado.22 

Finalmente, el reclamante también debe demostrar que la causa de 

 
17 Art. 1869 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5299. 
18 31 LPRA sec. 5141. 
19 Art. 1868 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5298; S.L.G. Serrano-Báez v. Foot 

Locker, 182 DPR 824, 832 (2011). 
20 COSSEC et al. v. González López et al., 179 DPR 793, 806 (2010). 
21 Colegio Mayor de Tecnología v. Rodríguez Fernández, 194 DPR 635, 648 (2016); 

Colón Prieto v. Géigel, 115 DPR 232, 239 (1984). 
22 Colegio Mayor de Tecnología v. Rodríguez Fernández, supra, págs. 648-649.  
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acción era válida y se malogró por la actuación negligente del 

abogado.23  

C. 

La sección 362(a) del Código de Quiebras Federal establece un 

mecanismo de paralización automática (automatic stay) que se 

activa con una petición de quiebra.24 Esta paralización impide “entre 

otras cosas, el comienzo o la continuación de cualquier proceso 

judicial, administrativo o de otra índole que fue o pudo haber sido 

interpuesto contra el deudor, o para ejercitar cualquier acción cuyo 

derecho nació antes de que se iniciara la quiebra”.25 Una vez 

presentada la petición de quiebra, la paralización automática surte 

efecto, extendiéndose hasta que se dicte la sentencia final.26 

En específico, la citada sección 362(a) establece lo siguiente: 

(a) Except as provided in subsection (b) of this section, a 
petition filed under section 301, 302, or 303 of this title, or an 
application filed under section 5 (a) (3) of the Securities 
Investor Protection Act of 1970, operates as a stay, applicable 
to all entities, of   
 
(1) the commencement or continuation, including the issuance 
or employment of process, of a judicial, administrative, or 
other action or proceeding against the debtor that was or 
could have been commenced before the commencement of the 
case under this title, or to recover a claim against the debtor 
that arose before the commencement of the case under this 
title;   
 
(2) the enforcement, against the debtor or against 
property of the estate, of a judgment obtained before the 
commencement of the case under this title;   
 
(3) any act to obtain possession of property of the estate or 

property from the estate or to exercise control over property 
of the estate;   
 
(4)  any act to create, perfect, or enforce any lien against 

property of the estate; 
 
(5) any act to create, perfect, or enforce against property of 

the debtor any lien to the that such lien secures a claim that 
arose before the commencement of the case under this title;   
 
(6) any act to collect, assess, or recover a claim against the 

debtor that arose before the commencement of the case under 
this title;   

 
23 Colón Prieto v. Géigel, supra, pág. 242. 
24 11 USC sec. 362(a). 
25 Allied Management Group, Inc. v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 387 (2020); 11 

USC sec. 362(a)(1). 
26 Id., pág. 387. 
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(7) the setoff of any debt owing to the debtor that arose before 
the commencement of the case under this title against any 
claim against the debtor;   
 
[...]27  
 

Es decir, al someter la petición se paraliza automáticamente 

todo proceso judicial o extrajudicial de cobro de dinero en contra del 

deudor, incluyendo la ejecución de sentencias obtenidas previo al 

inicio del caso.28 En consecuencia, la paralización comprende 

cualquier procedimiento judicial, administrativo o de otra índole que 

se haya presentado o se haya podido presentar antes del comienzo 

de la petición de quiebra. También comprende la ejecución de una 

sentencia contra el deudor o contra la propiedad de éste decretada 

antes de la petición.29 En fin, la consecuencia principal de una 

paralización automática es que el tribunal en el que se dilucida una 

reclamación contra el deudor que se somete al procedimiento de 

quiebra perderá jurisdicción sobre la causa de acción.30 

Por otra parte, la Sec. 108 del Código de Quiebras invocada 

por la parte apelante en el presente caso dispone en su parte 

pertinente: 

(a) If applicable nonbankruptcy law, an order entered in a 
nonbankruptcy proceeding, or an agreement fixes a period 
within which the debtor may commence an action, and such 
period has not expired before the date of the filing of the 
petition, the trustee may commence such action only before 

the later of-- 
(1) the end of such period, including any suspension of 
such period occurring on or after the commencement of the 
case; or 
(2) two years after the order for relief.31 

 

La aludida sección aplica a las peticiones de quiebra 

radicadas bajo el Capítulo 11, donde el deudor se mantiene en 

control de sus bienes.32 Así pues, las disposiciones de la Sec. 108 

 
27 11 USC sec. 362(a). Énfasis nuestro. 
28 Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 255 (2012).  
29 Ibid. 
30 Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 DPR 476, 491 (2010). 
31 11 USC sec. 108(a). Énfasis nuestro. 
32 MHI Shibuilding, L.L.C. v. Nat’l Fire Ins. Co., 286 B.R. 16, 21-22 (D. Mass. 2002). 
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esencialmente otorgan una prórroga de dos años para que el síndico 

o el deudor en quiebra inicie acciones en interés del patrimonio, 

siempre que el término prescriptivo no haya expirado antes de la 

presentación de la petición de quiebra.33 

Cónsono con lo anterior, la Sec. 301 del Código de Quiebras 

dispone que “[t]he commencement of a voluntary case under a chapter 

of this title constitutes an order for relief under such chapter”.34 Es 

decir, la presentación de la petición de quiebra por el deudor 

constituye el “order for relief”.35 Es desde entonces que el síndico o 

el deudor tiene dos (2) años para presentar cualquier reclamación 

en beneficio de su patrimonio. En específico, dispone: 

[t]he court of appeals held that a professional malpractice 
action for which the state prescribed a one-year statue of 
limitations could be initiated within two years of the 
commencement of the debtor’s case. In the course of its 
opinion, the court was careful to emphasize that the date of 
the commencement of the case, and not the date of plan 
confirmation or the date upon which the property of the estate 
revested in the debtor, was determinative in calculating the 
extension period.36  

D. 

Por último, —sobre los efectos de la presentación de un 

recurso de apelación o certiorari— la Regla 52.3 de Procedimiento 

Civil dispone en su parte pertinente: 

(a) Una vez presentado el escrito de apelación, se 
suspenderán todos los procedimientos en los tribunales 
inferiores respecto a la sentencia o parte de ésta de la cual se 
apela, o las cuestiones comprendidas en ella, salvo orden en 
contrario, expedida por iniciativa propia o a solicitud de parte 
por el tribunal de apelación; pero el Tribunal de Primera 
Instancia podrá proseguir el pleito en cuanto a cualquier 
cuestión involucrada en el mismo no comprendida en la 
apelación. Disponiéndose, que no se suspenderán los 
procedimientos en el Tribunal de Primera Instancia cuando la 
sentencia disponga la venta de bienes susceptibles de pérdida 
o deterioro, en cuyo caso el Tribunal de Primera Instancia 
podrá ordenar que dichos bienes sean vendidos y su importe 
depositado hasta tanto el tribunal de apelación dicte 
sentencia.  
(b) La presentación de una solicitud de certiorari no 
suspenderá los procedimientos ante el tribunal recurrido, 
salvo orden en contrario expedida por el tribunal de apelación 
por iniciativa propia o a solicitud de parte. La expedición del 
auto de certiorari suspenderá los procedimientos en el tribunal 

 
33 In Re Fairfield Sentry Ltd., 452 B.R. 52, 58 (S.D. New York 2011). 
34 11 USC sec. 301. 
35 Véase, MHI Shibuilding, L.L.C. v. Nat’l Fire Ins. Co., supra. 
36 200 F.3d 1266, 1268 (9th Cir. 2000). 
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recurrido, salvo que el Tribunal de Apelaciones disponga lo 
contrario. […] 37 

 

Conforme lo anterior, con la mera presentación del escrito de 

apelación se suspenden automáticamente ante el tribunal de 

instancia todos los procedimientos que están relacionados con la 

sentencia o con aquella parte de la cual se apela.38 Es decir, desde 

ese momento el Tribunal de Primera Instancia pierde jurisdicción 

para atender cualquiera de los asuntos sobre los cuales se está 

apelando.39 Para ello “[e]s necesario que el recurso haya sido 

debidamente interpuesto y perfeccionado conforme a derecho”.40  

Los efectos de la presentación o expedición de un recurso de 

apelación ante este Foro se encuentran igualmente establecidos en 

nuestro Reglamento. Específicamente, el inciso (a) de la Regla 18 de 

nuestro Reglamento prescribe los efectos relativos a la presentación 

de una apelación en un caso civil y dispone, en su parte pertinente, 

lo siguiente: 

(A) Suspensión.—Una vez presentado el escrito de apelación, 
se suspenderán todos los procedimientos en el Tribunal de 
Primera Instancia respecto a la sentencia, o parte de la misma, 
de la cual se apela, o a las cuestiones comprendidas en ella, 
salvo orden en contrario, expedida por iniciativa propia o a 
solicitud de parte por el Tribunal de Apelaciones; pero el 
Tribunal de Primera Instancia podrá proseguir el pleito en 
cuanto a cualquier cuestión no comprendida en la apelación.41  

 

A su vez, el Tribunal de Apelaciones tiene la facultad —por 

iniciativa propia o solicitud de parte— de emitir aquellas órdenes 

que entienda necesarias para hacer efectiva su jurisdicción.42 Así, 

una vez se paralizan los procedimientos en el foro de instancia, éste 

pierde su jurisdicción para continuar atendiendo los asuntos 

relacionados a las controversias planteadas en el Tribunal de 

Apelaciones. Si el tribunal de instancia resolviese o actuase sobre 

 
37 32 LPRA Ap. V, R. 53.2. 
38 Mun. Rincón v. Velázquez Muñiz, 192 DPR 989, 1001-1002 (2015). 
39 Colón y otros v. Frito Lays, 186 DPR 135 (2012). 
40 R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: derecho procesal civil, 5ta 

ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 2010, pág. 474. 
41 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 18. 
42 Regla 79 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

79. 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028251103&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e81ece892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2028251103&pubNum=0002995&originatingDoc=I31e81ece892c11e590d4edf60ce7d742&refType=RP&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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algún asunto paralizado, dicha actuación sería nula.43 

-III- 

A la luz de la normativa antes expuesta, procedemos a evaluar 

los errores señalados en el recurso ante nuestra consideración. 

 Como cuestión de umbral, la parte apelante hace un 

planteamiento sobre falta de jurisdicción en virtud de la Regla 

52.3(a) de Procedimiento Civil, supra. El Dr. Rivera Guzmán señala 

que el TPI carece de jurisdicción para adjudicar la solicitud de 

desestimación de la Demanda contra tercero, toda vez que los 

procedimientos ante el foro primario se encontraban paralizados a 

razón de la presentación del recurso de apelación KLAN202100468, 

donde se cuestiona la desestimación de la Reconvención. 

Particularmente, dicha parte entiende que la controversia sobre la 

alegada prescripción de la demanda contra tercero es una cuestión 

que está “comprendida” en la controversia sobre la alegada 

prescripción de la reconvención. En ese sentido, teoriza que si se 

determina que la reconvención en contra del Bufete fue radicada en 

tiempo, tal radicación interrumpió el término prescriptivo para 

presentar la demanda contra terceros en contra del matrimonio 

Gotay-Pérez. No le asiste la razón.  

 En primer orden, en el recurso de apelación KLAN202100468 

se pretendía la revisión de la Sentencia Parcial dictada el 3 de mayo 

de 2021 por el TPI mediante la cual desestimó la Reconvención por 

estar prescrita. De manera que la suspensión de los procedimientos 

ante el TPI hilvana únicamente sobre las cuestiones relacionadas a 

la prescripción de la causa de acción por impericia profesional 

instada contra el Bufete.  

En segundo orden, advertimos que el recurso de apelación 

KLAN202100468 se radicó el 21 de junio de 2021; mientras que la 

 
43 Mun. Rincón v. Velázquez Muñiz, supra, pág. 1004. 
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demanda contra tercero enmendada para sustituir e incluir como 

tercero demandado al matrimonio Gotay-Pérez se presentó un mes 

después —el 28 de julio de 2021—. Es decir, a la fecha de la 

presentación del recurso de apelación la parte demandada-apelante 

no había incluido ni emplazado a la parte apelada como terceros 

demandados. Por tanto, la solicitud de desestimación por 

prescripción presentada por el matrimonio Gotay-Pérez y el 

correspondiente fallo aquí apelado —ciertamente no son cuestiones 

comprendidas en el caso KLAN202100468 relativo a la 

reconvención— por haberse resuelto con posterioridad. 

En tercer orden, señalamos que la presentación del recurso 

de certiorari CC-2021-0679 ante el Tribunal Supremo para revisar 

la Sentencia del Tribunal de Apelaciones en el caso KLAN202100468 

—confirmando la desestimación de la reconvención— no tuvo el 

efecto de paralizar los procedimientos ante el TPI.44 Además, como 

nota al calce, advertimos que el Tribunal Supremo denegó la 

segunda moción de reconsideración radicada por el Dr. Rivera 

Guzmán el 6 de mayo de 2022 y remitió el mandato el día 16 del 

mismo mes y año. En consecuencia, la Sentencia del Tribunal de 

Apelaciones emitida el 20 de agosto de 2021 —confirmando la 

desestimación de la Reconvención en contra del Bufete por estar 

prescrita— es final, firme e inapelable. 

Por último, no surge del expediente que el Dr. Rivera 

acompañara junto al aludido recurso de apelación una moción 

solicitando la paralización de los procedimientos ante el TPI, 

particularmente, sobre la causa de acción instada contra los 

terceros demandados. Así tampoco, el Tribunal de Apelaciones 

entendió que era necesario la paralización de los procedimientos 

 
44 Véase, Regla 20(J) del Reglamento del Tribunal Supremo, 4 LPRA Ap. XXI-B, R. 

20(J). 
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ante el foro primario. De manera que no existe una orden de 

paralización que impida al TPI continuar con la adjudicación de las 

controversias no comprendidas en el caso KLAN202100468. 

Así, en virtud de lo anterior resolvemos que el TPI actuó con 

jurisdicción al considerar la solicitud de desestimación de la 

demanda contra tercero radicada por el matrimonio Gotay-Pérez por 

tratarse de —una cuestión no comprendida— en el recurso de 

apelación KLAN202100468.  

Resuelto lo anterior, nos corresponde determinar si el TPI 

incidió al concluir que la causa de acción por negligencia profesional 

instada contra los terceros demandados está prescrita. Resolvemos 

que no. Veamos.  

Los hechos por los cuales el Dr. Rivera Guzmán solicita una 

compensación por los daños sufridos como consecuencia de la 

presunta negligencia profesional incurrida por el matrimonio Gotay-

Pérez se remontan al 2012-2013. No obstante, la demanda contra 

tercero se radicó el 12 de noviembre de 2019, seis (6) años 

después. Ahora bien, el Dr. Rivera Guzmán insiste en que el término 

prescriptivo quedó interrumpido con la presentación de las dos 

peticiones de quiebra radicadas por éste.45 Se equivoca. 

En primer orden, la Sec. 362(a) del Código de Quiebras es 

clara cuando dispone que la paralización automática únicamente 

aplica a las reclamaciones instadas o que pudieran radicarse 

“against the debtor” or “against property of the state”. En la 

aplicación a los hechos del presente caso, lo anterior significa que 

con la presentación de las peticiones de quiebra toda causa de 

acción que pudiese radicarse en contra del patrimonio del Dr. Rivera 

Guzmán, quedó interrumpida. Precisamente ello ocurrió cuando el 

 
45 La primera, fue presentada el 27 de agosto de 2013 y desestimada por la Corte 

Quiebras el 15 de junio de 2018; mientras que la segunda fue radicada el 8 de 

febrero de 2019 y desestimada el 17 de julio de 2019. 
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Bufete se vio impedido de radicar la acción en cobro de dinero por 

honorarios de abogado en contra del Dr. Rivera Guzmán debido a la 

presentación de las peticiones de quiebra.46 Por tanto, bajo el 

supuesto de la Sec. 362(a) del Código de Quiebras las peticiones 

radicadas por el apelante no tuvieron el efecto de interrumpir el 

término prescriptivo de la causa de acción en daños por impericia 

profesional. En ese sentido, el apelante no estaba impedido de 

ejercer su causa de acción contra los terceros demandados. 

En segundo orden, la Sec. 108 del Código de Quiebras que 

invoca el Dr. Rivera Guzmán como un mecanismo alterno de 

paralización tampoco tuvo el efecto de interrumpir el término 

prescriptivo. Más bien, tal disposición resultó en la extensión del 

periodo por dos años para presentar la reclamación, contados a 

partir de la radicación de la petición de quiebras. En este caso, el 

apelante presentó la primera petición el 27 de agosto de 2013, por 

lo que tenía hasta el 27 de agosto de 2015 para presentar la 

demanda contra tercero. Sin embargo, no lo hizo.  

Por tanto, coincidimos con el TPI en cuanto a que las 

peticiones de quiebra radicadas por el Dr. Rivera Guzmán no 

interrumpieron el término prescriptivo de un (1) año que tenía para 

entablar la demanda contra tercero por impericia profesional en 

contra de la parte apelada. Además, como señaláramos, la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Apelaciones —confirmando la 

desestimación de la Reconvención  al concluir, entre otras cosas, que 

está prescrita porque las peticiones de quiebra no interrumpieron el 

término— es final, firme e inapelable. 

Así, en virtud de lo anterior —y a tenor con las circunstancias 

del presente caso— resolvemos que el TPI no erró al concluir que la 

reclamación por impericia profesional instada en contra del 

 
46 Véase, Apéndice 1 del recurso de apelación, pág. 3. 
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matrimonio Gotay-Pérez está prescrita. Por ende, resolvemos 

confirmar la desestimación de la Demanda contra terceros.  

-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, resolvemos confirmar 

la Sentencia Parcial dictada por el TPI el 18 de noviembre de 2021. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


